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INFORME DE LA COMISION DE RELACIONES EXTERIORES, ASUNTOS INTERPARLAMENTARIOS E INTEGRACION LATINOAMERICANA SOBRE EL PROYECTO DE ACUERDO APROBATORIO DEL “CONVENIO SOBRE SEGURIDAD SOCIAL ENTRE LA REPÚBLICA DE CHILE Y EL REINO DE LOS PAÍSES BAJOS”.











HONORABLE CÁMARA:





	Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana pasa a informaros sobre el proyecto de acuerdo aprobatorio del tratado denominado “Convenio sobre Seguridad Social entre la República de Chile y el Reino de los Países Bajos”, sometido a la consideración de la H. Corporación en primer trámite constitucional.








I. ANTECEDENTES GENERALES.





	Según lo señala el mensaje de S.E. el Presidente de la República, este convenio tiene por finalidad primordial permitir que los trabajadores migrantes, chilenos y holandeses, puedan beneficiarse de las cotizaciones previsionales que hayan efectuado en ambos países, manteniendo, de esta forma, la continuidad de su historia previsional.





	Nuestro país ha suscrito diversos acuerdos de este tipo, de los cuales el Congreso Nacional ya ha tenido ocasión de sancionar los celebrados con la República Federal de Alemania, Brasil y los Reinos de Suecia y de Dinamarca, todos vigentes en el orden interno en virtud de su promulgación y publicación en el Diario Oficial.





	Informaciones proporcionadas por el Ministerio de Relaciones Exteriores señalan que en el Consulado General de Chile en Holanda se encuentran inscritos 2.350 chilenos y que la colonia de chilenos residentes ascendería, aproximadamente, a tres mil personas. Indican, además, que el número de holandeses residentes en Chile es de 475 inscritos, calculándose que la colonia la formaría un total de 800 personas.





	Como se os ha señalado en otras oportunidades, ocurre que los integrantes de estas colonias suelen enfrentar dificultades para conservar los derechos previsionales en curso de adquisición que tuvieron mientras trabajaron en uno o en otro Estado, debido a la discontinuidad de cotizaciones que se produce como consecuencia de su residencia en el extranjero, problema que precisamente se busca resolver mediante convenios como el que se os da a conocer en este acto.





	Todos estos tratados se orientan por principios jurídicos de universal aceptación, que la Organización Internacional del Trabajo (OIT) ha codificado en su Convenio Nº 157, denominado “Convenio sobre el Establecimiento de un Sistema Internacional para la Conservación de los Derechos en Materia de Seguridad Social”.





	Esos principios, que también sirven de base al tratado que se os pasa a reseñar, son el de la igualdad de trato entre los nacionales de las Partes Contratantes; el del mantenimiento de los derechos previsionales adquiridos en uno de ellos; el de la conservación de los derechos previsionales en curso de adquisición y el de la colaboración administrativa entre las instituciones previsionales de los Estados.








II. RESEÑA DEL TRATADO EN TRÁMITE.





	Este instrumento, del cual se adjunta una copia al final del informe, consta de 37 artículos, cuyo contenido normativo, por lo general, es muy técnico, por lo que se os hace en seguida una reseña de sus disposiciones fundamentales.





	En una visión de conjunto, su articulado se agrupa en cinco títulos que, básicamente, determinan el ámbito de aplicación del convenio (I); la legislación aplicable para determinar la procedencia de las prestaciones (II); las prestaciones de salud y pensiones de invalidez, vejez y sobrevivencia que podrán recibir quienes obtengan el reconocimiento de sus períodos de cotización alcanzados en el otro país (III); la cooperación administrativa entre ambos Estados para facilitar el cumplimiento del convenio (IV), y las disposiciones transitorias y finales, comunes en este tipo de tratados (V).





	A) El ámbito de aplicación del convenio.





	Acerca del ámbito espacial de aplicación de este convenio, se dispone que él se extenderá al territorio del Reino de los Países Bajos, en Europa, y, en relación con Chile, que lo será el ámbito de aplicación de la Constitución Política de la República (letra b) del artículo 1).





	Las autoridades nacionales competentes serán, con respecto a Chile, el Ministro del Trabajo y Previsión Social, y con respecto al Reino de los Países Bajos, el Ministro de Asuntos Sociales y Empleo (letra e) del artículo 1).





	En el ámbito de aplicación material, se dispone, en lo esencial, que en Chile el convenio se aplicará a la legislación sobre el Nuevo Sistema de Pensiones de Vejez, Invalidez y Sobrevivencia, que se basa en la capitalización individual; a los regímenes de Pensión de Vejez, Invalidez y Sobrevivencia administrados por el Instituto de Normalización Previsional, y a los regímenes de prestaciones de salud sólo en el caso de pensionados conforme a la ley holandesa y que residan en Chile y a otros regímenes de seguridad social que beneficien a los trabajadores comprendidos en la normativa de este instrumento (letra A. del Nº 1 del artículo 2).





	Con respecto al Reino de los Países Bajos, el convenio será aplicable a la legislación relativa a los seguros de invalidez, de vejez; de viudez y orfandad, de enfermedad, de desempleo y asignaciones familiares (letra B. del Nº 1 del artículo 2).





	Cabe hacer notar que el convenio se extenderá también a la legislación futura que en uno u otro Estado establezca nuevos grupos de beneficiarios de la normativa señalada, a menos que el respectivo Estado manifieste su intención contraria (Nº 2 del artículo 2).





	Queda excluida del ámbito de este instrumento la normativa internacional sobre seguridad social que uno de los Estados haya convenido con un tercer Estado, así como la legislación y reglamentación dictada para aplicarla (Nº 3 del artículo 2).





	Por último, se establece que el convenio no se aplicará a los sistemas de seguridad social no legales, a los sistemas de asistencia social y médica, y, en lo que respecta al Reino de los Países Bajos, a los regímenes especiales para funcionarios públicos o personas consideradas como tales (Nº 4 del artículo 2).





	En el ámbito de aplicación personal, se establece que este instrumento, conforme al principio de la igualdad de trato, se aplicará a todas las personas que estén o hayan estado sometidas a la legislación de uno o de ambos Estados Contratantes, y, asimismo, a los miembros de la familia y a los sobrevivientes de dichas personas o a sus beneficiarios, cuando corresponda, en la medida en que éstos deriven derechos de dichas personas, aun cuando los beneficiarios sean nacionales del otro Estado Contratante o refugiados y apátridas (artículos 3 y 4).





	Pues bien, las pensiones de vejez, invalidez o sobrevivencia pagadas en virtud de la legislación de un Estado Contratante no podrán ser objeto de reducciones, modificaciones, suspensiones o retenciones por el hecho de que el pensionado tenga temporalmente su residencia o domicilio en el territorio de la otra Parte Contratante (N º 1 del artículo 5).





	Respecto del Reino de los Países Bajos, la norma anterior se aplicará también cuando el pensionado tenga su domicilio o residencia en un tercer Estado, con el cual exista un convenio bilateral o un acuerdo supranacional relativo a seguridad social sobre cuya base se puedan pagar los beneficios señalados en ese tercer Estado. En el caso de Chile, el pago en un tercer país será posible en las mismas condiciones en que sea permitido hacerlo a sus nacionales (Nºs. 2 y 3 del artículo 5).





	B) Legislación  aplicable  para determinar la procedencia de las


prestaciones.





	La regla general en esta materia indica que el trabajador se regirá por la ley del Estado Contratante en que realiza sus actividades laborales, aunque tenga su domicilio o residencia en el territorio del otro Estado Contratante o su empleador o las oficinas de éste se encuentren establecidas en el territorio del otro Estado (artículo 6).





	Pero, si el trabajador ejerce actividades laborales en ambos Estados Contratantes, se le aplicará la ley del Estado en que tenga su domicilio (artículo 7).





	Por su parte, el trabajador que sea enviado por su empleador al territorio del otro Estado Contratante para realizar allí un trabajo temporal, seguirá sujeto a la legislación del primer Estado por un período que no exceda de dos años, como si estuviera realizando sus actividades laborales en él, a menos que se trate de un trabajador que también preste servicios a otro empleador establecido en el territorio del segundo Estado (artículo 8).





	Tratándose de trabajadores que prestan servicio a bordo de naves y aeronaves que enarbolen el pabellón chileno, aseguradas en virtud de la legislación de ambos Estados, se aplicará únicamente la legislación chilena. En cambio, cuando se trate de tripulantes de naves que no enarbolen el pabellón chileno y que reciban su remuneración de una empresa o persona establecida en los Países Bajos, se regirán por la ley neerlandesa a condición de tener su domicilio en territorio neerlandés (artículo 9).





	El personal de las Embajadas y de los Consulados se regirá por las normas que establecen las Convenciones de Viena sobre Relaciones Diplomáticas y Consulares (Nº 1 del artículo 10)





	Los funcionarios públicos enviados por uno de los Estados Contratantes al otro Estado continuarán sometidos a la legislación del Estado que los envía, inclusive los miembros de su familia que no realicen actividades laborales en el territorio del otro Estado Contratante (Nºs. 2 y 3 del artículo 10).





	C) Las normas relativas a las pensiones de vejez, invalidez y sobre-


vivencia.





	Las personas que hayan completado períodos de seguro y no cumplan los requisitos para tener derecho a beneficios en virtud de los períodos de seguro completados únicamente conforme a la legislación de un Estado, tendrán derecho a que la institución competente de ese Estado totalice los períodos de seguro de acuerdo con la legislación de cada uno de los Estados, siempre y cuando estos períodos no se superpongan (artículo 13).





	La determinación de la incapacidad de trabajo necesaria para el otorgamiento de la pensión de invalidez será hecha por la institución competente, de acuerdo con la legislación a que esté sometida, mientras que los reconocimientos médicos necesarios serán efectuados por la institución del lugar del domicilio o residencia del trabajador. En el caso de Chile, los gastos correspondientes a estos exámenes serán solventados en partes iguales por el trabajador y por la institución competente chilena, a menos que se trate de nuevos exámenes motivados por un recurso de apelación en contra de una resolución de incapacidad de trabajo pronunciada en Chile, caso en el cual los gastos serán financiados por la entidad que apeló (artículo 14).





	En cuanto a los afiliados a una Administradora de Fondos de Pensiones, se establece que financiarán sus pensiones en Chile con el saldo acumulado en sus cuentas de capitalización individual y que, cuando éste fuere insuficiente, podrán totalizar sus períodos de seguro, con el fin de poder solicitar una pensión de vejez o invalidez o de sobrevivencia, según el caso. Análogo derecho tendrán los imponentes de los regímenes de pensión del Instituto de Normalización Previsional (artículo 15).





	Las personas domiciliadas en Chile y que reciban una pensión en vir-tud de la legislación neerlandesa tendrán derecho a acogerse al sistema de salud chileno bajo las mismas condiciones establecidas para los pensionados chilenos (artículo 16).





	Las personas sometidas a la legislación chilena podrán tener derecho a las pensiones de invalidez y de sobrevivencia, conforme a la legislación neerlandesa, si en el momento de la incapacidad o del deceso tenían un período de cobertura en los Países Bajos de por lo menos doce meses.  En cambio, la pensión de vejez se determinará directa y exclusivamente sobre la base de los períodos completados conforme a la ley neerlandesa (artículos 18 a 21).





	D) La cooperación administrativa para el cumplimiento del


convenio.





	El convenio considera, en su título IV, diversas disposiciones de procedimiento, de las que se os señalan las principales:





	Las autoridades competentes; esto es, el Ministro del Trabajo y Previsión Social, por Chile, y el Ministro de Asuntos Sociales y Empleo, por el Reino de los Países Bajos, deberán celebrar el acuerdo administrativo necesario para la aplicación de este convenio y deberán designar a los organismos de enlace que deberán intervenir para facilitar su cumplimiento.  Se comprometen a prestarse asistencia mutua con tal fin (artículos 22 y 23).





	Además, colaborarán en la verificación de solicitudes y pagos, en la identificación de los beneficiarios de las prestaciones requeridas, en los procedimientos aplicables para la recuperación de pagos indebidos y en el cobro de cotizaciones (artículos 24 a 29).





	Las liberaciones parciales o totales del pago de gastos o cobros, incluidos los derechos consulares y gastos administrativos, exigidos por ley respecto de un documento presentado a la autoridad competente, se aplicarán igualmente a los documentos equivalentes que se presenten a la autoridad competente o a una institución competente del otro Estado Contratante (artículo 30).





	La correspondencia entre las autoridades competentes y las solicitudes de las personas interesadas en la aplicación del convenio podrán ser redactadas en neerlandés, español o inglés (artículo 31).





	Los pagos que se efectúen en virtud de este convenio podrán hacerse válidamente en moneda del Estado Contratante que los realiza o en dólares de los Estados Unidos de América (artículo 32).





	Cabría hacer notar que la norma anterior incurre en una impropiedad, que deberá ser corregida antes de procederse a la promulgación de este tratado, si es definitivamente aprobado por el Congreso Nacional, ya que habla de los “Estados Unidos de Norteamérica”.





	Las controversias que se produzcan deberán ser resueltas de mutuo acuerdo entre dichas autoridades.  Si no se llega a una solución, deberán ser sometidas, unilateralmente, a un tribunal arbitral, cuya decisión será obligatoria para las Partes Contratantes (artículo 33).





	Los convenios complementarios de este convenio, que se podrán celebrar en virtud del artículo 34, quedarán sujetos a la norma del inciso segundo del Nº 1 del artículo 50 de la Constitución Política.





	Entre las disposiciones transitorias, se dispone que este convenio se podrá aplicar a hechos producidos antes de su entrada en vigencia y que podrían otorgar derechos en virtud de la legislación de cualquiera de los Estados Contratantes; sin embargo, no se podrán pagar beneficios por un período anterior. En todo caso, los períodos de seguro completados antes se considerarán para determinar derechos a beneficios (artículo 35).





	Las disposiciones finales del artículo 37 son las propias de todo tratado, en las que se determinan su vigencia, denuncia y ratificación.  Lo importante es que este convenio se celebra por tiempo indefinido.








III. DECISIONES DE LA COMISIÓN.





	A) Personas escuchadas por la Comisión.





	Durante el estudio de este convenio, la Comisión escuchó al Subsecretario de Previsión Social, señor Patricio Tombolini Véliz, y a la abogada de la Superintendencia de Seguridad Social, señora Loreto de la Torre.





	El señor Tombolini expuso, fundamentalmente, que la celebración de este convenio responde a una iniciativa del Gobierno chileno, destinada a proteger los derechos de los trabajadores nacionales en el extranjero contra la pérdida de sus derechos previsionales, como consecuencia de la discontinuidad en la historia previsional del trabajador que se produce en estos casos.  Indicó que el desplazamiento de trabajadores al extranjero es un efecto propio de la internacionalización de las economías. Hizo referencia, además, a los grandes principios jurídicos que orientan este tipo de tratados, celebrados con Brasil, Suecia y Dinamarca, entre otros países.





	La señora de la Torre señaló que con esta normativa podrán beneficiarse los chilenos que actualmente trabajan en el Reino de los Países Bajos y también los que han regresado al país.  Agregó que, de acuerdo con el desarrollo de los movimientos migratorios, los beneficiados con la aplicación del convenio tenderán a aumentar.





	Precisó que, entre los beneficios que implica este instrumento internacional, cabe destacar, principalmente, los siguientes:





	1. Permitirá a los chilenos que regresen al país obtener una pensión de vejez, invalidez y sobrevivencia del Reino de los Países Bajos y que dicho beneficio se les pague en nuestro país.  A este respecto, informó que, a partir del 1 de enero de 1996, la legislación neerlandesa no permite la exportación de las pensiones a países con los cuales no exista un convenio de seguridad social, de forma tal que con este instrumento suscrito con Chile se posibilitará la referida exportación a favor de los trabajadores nacionales.





	2. Facilitará la obtención de pensiones de invalidez y sobrevivencia en el Reino de los Países Bajos, ya que por tratarse de seguros de riesgos, los interesados deben encontrarse cubiertos en el momento de ocurrir la contingencia. Con el convenio en informe, se podrán obtener tales beneficios en Holanda si, en el momento de ocurrir la contingencia, se encuentra el trabajador cotizando en la seguridad social chilena.





	3. Permitirá computar períodos de residencia en Chile en determinados lapsos, para efectos de totalizar el tiempo exigido por la legislación neerlandesa para tener derecho a una pensión completa.





	4. Permitirá que en Chile se totalicen los períodos cubiertos en el Reino de los Países Bajos para completar los requisitos mínimos de tiempo computable, exigidos por la legislación chilena para tener derecho a pensiones de vejez, invalidez y sobrevivencia, y





	5. Otorgará, a las personas residentes en Chile que perciban una pensión conforme a la legislación neerlandesa, el derecho a incorporarse a los regímenes de salud chilenos, en las mismas condiciones exigibles a quienes perciban una pensión de acuerdo con la legislación chilena, esto es, cotizando el 7% de su pensión e integrando dicha cotización en el régimen de su elección.





	A) Aprobación del convenio.





	Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana concluyó su estudio compartiendo los propósitos que han llevado a ambos Gobiernos a celebrar este tratado internacional y decidió, por unanimidad, recomendaros su aprobación. Para tal efecto, os propone adoptar el artículo único del proyecto de acuerdo en los mismos términos en que lo ha formulado el mensaje; esto es, en los siguientes:





	“Artículo único.- Apruébase el “Convenio de Seguridad Social entre la República de Chile y el Reino de los Países Bajos”, suscrito en Santiago, el 10 de enero de 1996.”.











	B) Constancias reglamentarias.





	Conforme lo ordena el Nº 2 del artículo 287 del Reglamento de la H. Corporación, se os consigna que las disposiciones de este convenio inciden en el ejercicio del derecho a la seguridad social de los trabajadores chilenos y holandeses, por lo que su aprobación requiere de quórum calificado, al tenor del inciso segundo del Nº 18 del artículo 19 de la Constitución Política.





	También se os hace saber que este tratado no contiene normas de rango orgánico-constitucional ni de aquéllas que deban ser conocidas por vuestra Comisión de Hacienda.





	C) Designación de Diputado Informante.





	Esta designación recayó, por unanimidad, en el H. Diputado don VICENTE SOTA BARROS.





)--------(





	Acordado en sesión del día 9 de abril de 1996, con asistencia de los Diputados señores Dupré Silva, don Carlos (Presidente de la Comisión); Caminondo Sáez, don Carlos; Fuentealba Vildósola, don Renán; Jocelyn-Holt Letelier, don Tomás; Letelier Morel, don Juan Pablo; Ribera Neumann, don Teodoro; Sota Barros, don Vicente, y Urrutia Barros, don Vicente.








	SALA DE LA COMISION, a 9 de abril de 1996.

















FEDERICO VALLEJOS DE LA BARRA,


Secretario de la Comisión.
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